
CERTIFICACIÓN
En veintidós de julio de dos mil veintiséis, 

el suscrito Secretario HACE CONSTAR: Que el juicio de 
amparo 654/2026-I, se encuentra integrado y apto para 
celebrar la audiencia constitucional en términos del 
artículo 124 de la Ley de Amparo, al verificarse lo 
siguiente: 

1. Se encuentran emplazadas todas las partes. 
2. Se cuenta con las constancias necesarias 

para el dictado de la sentencia.
3. Se hace constar que no se ha presentado 

alguna persona que quisiera ingresar al edificio para 
estar presente en la audiencia del presente juicio. 

4. No existen pruebas pendientes de admitir o 
desahogar. 

5. No transcurrió el término a que refiere el 
artículo 117 de la Ley de Amparo respecto del informe 
justificado rendido por el Magistrado Presidente de la 
Sala Especializada en Materia de Juicio de 
Resolución Exclusiva de Fondo, sin embargo, la 
finalidad del diferimiento es que las partes estén en 
aptitud de ofrecer pruebas que desvirtúen lo plasmado 
en el informe justificado, y en el caso particular, se 
reclaman actos de carácter omisivo, y por tanto estos se 
apreciarán tal como aparezcan acreditados ante la 
responsable, de conformidad con el artículo 75 de la Ley 
de Amparo,1 siendo innecesario consecuentemente el 
diferimiento de esta audiencia.2

6. Del(los) informe(s) recibido(s) no se advierte 
participación de autoridad diversa a la(s) designada(s) 
como responsable(s) y que no se hubiere requerido al 
quejoso por su señalamiento.

7. No existe plazo o término otorgado a las 
partes pendiente de transcurrir para cumplir algún 
requerimiento.

8. La parte quejosa, no manifestó imposibilidad 
alguna para imponerse del contenido del(los) informe(s) 
y/o anexo(s). 

9. No obra reserva pendiente de proveer. 
1 Artículo 75. En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo el acto 
reclamado se apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad responsable. No 
se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido 
ante dicha autoridad. […]

2 No sobra señalar que en el caso a estudio, la celebración de la presente audiencia, no 
desatiende la Jurisprudencia 54/2000, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en la página 5, Tomo XI, Novena Época, del Semanario 
Judicial de la Federación y su gaceta, correspondiente al mes de abril del año 2000, bajo 
el rubro: “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. DEBE, EN PRINCIPIO, DIFERIRSE DE 
OFICIO CUANDO LOS INFORMES JUSTIFICADOS NO SE RINDEN CON OCHO DÍAS 
DE ANTICIPACIÓN A LA PRIMERA FECHA SEÑALADA PARA SU CELEBRACIÓN, 
SI EL QUEJOSO O EL TERCERO PERJUDICADO NO TIENEN CONOCIMIENTO DE 
SU CONTENIDO”.
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10. No existe recurso interpuesto pendiente de 
integrar o remitir al Tribunal Colegiado que corresponda, 
cuya resolución modifique la sentencia que se dicte. 

11. No existen derechos de niñas, niños o 
adolescentes involucrados.

12. Se encuentra emplazada la parte tercero 
interesada, sin que exista diversa a la cual llamar a 
juicio.

13. El quejoso no se ostenta tercero extraño.
14. El quejoso no alega violación al derecho de 

audiencia.
15. De las constancias que obran en autos no 

existe ninguna notificación con la que se le deba dar 
vista para ampliar a la parte quejosa.

16. Conforme al artículo 115 de la Ley de 
Amparo, reformado mediante Decreto publicado el 
dieciséis de octubre de dos mil veinticinco en el Diario 
Oficial de la Federación3, he verificado que el presente 
expediente está integrado debidamente.

Lo que se certifica para constancia legal. 

En San Luis Potosí capital, veintidós de julio 
de dos mil veintiséis. Doy fe. 

Lic. Francisco Sacramento Partida Soto
Secretario del Juzgado

En la ciudad de San Luis Potosí, San Luis 

Potosí, a las diez horas con cincuenta minutos del 
veintidós de julio de dos mil veintiséis, hora y fecha 

señaladas para la celebración de la audiencia 

constitucional, la licenciada Aracely del Rocío 
Hernández Castillo Juez Sexto de Distrito en el Estado, 

asistida del licenciado Francisco Sacramento Partida 

Soto, Secretario que autoriza y da fe, la declara abierta 

sin la asistencia de las partes. 

3 Las personas servidoras públicas serán responsables de verificar que los 
expedientes estén integrados debidamente con antelación a la celebración de la 
audiencia constitucional.
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Acto continuo, el Secretario hace relación de las 

constancias que obran en autos, entre las que se 

encuentran el escrito inicial de demanda, el auto por el 

que se admitió a trámite la demanda de amparo, los 

informes justificados rendidos por las autoridades 

responsables y con el hecho de que el Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito a este 

Juzgado, no formuló pedimento.

A lo anterior, la Juez acuerda: téngase hecha 

la relación de constancias.

Abierto el periodo probatorio, con 

fundamento en el artículo 119 de la Ley de Amparo, se 

tienen como pruebas documentales de las partes las que 

ofrecieron en el presente juicio, sin que haya necesidad 

de relacionarlas en este acto.

Apoya lo anterior la tesis sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página 185, tomo IV, Primera 

Parte, Julio a Diciembre de 1989, Octava Época, del 

Semanario Judicial de la Federación, que a la letra dice: 
“PRUEBAS DOCUMENTALES. SU RELACIÓN EN LA 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. Para dar cumplimiento a lo dispuesto 
por el artículo 151, primer párrafo de la Ley de Amparo, es suficiente que 
en el acta de la audiencia se señale que se dio lectura a las constancias 
que obran en autos, para que se entienda que las documentales han 
quedado relacionadas y recibidas en ese acto, sin que sea necesario 
que se haga mención expresa de cada una de ellas.”.

Así como la instrumental de actuaciones y la 

presuncional legal y humana ofertada por las partes que 

así lo hicieron.

Probanzas que se desahogan por su propia y 

especial naturaleza, las cuales serán tomadas en 

consideración al momento de dictar la resolución; por lo 

que al no haber diversas pruebas ofrecidas por las 

partes ni pendientes de desahogo, se cierra el periodo 
probatorio.
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Acto continuo, se abre el periodo de alegatos, 
en el que se hace constar que no los formularon las 

partes, por lo tanto, se declara cerrada dicha etapa.
Con lo anterior, se da por concluida la audiencia 

y se declaran vistos los autos para dictar resolución.

V I S T O S los autos para resolver el juicio de 

amparo 654/2026-I, promovido por  ******* ******** 

***** ******, contra la omisión de la Sala Especializada 
en Materia del Juicio de Resolución Exclusiva de 
Fondo y Primera Sala Auxiliar del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa  y otra autoridad; y

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda.

Mediante demanda presentada en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en 

el Estado de San Luis Potosí, el siete de mayo del dos 
mil veintiséis, turnada al día hábil siguiente a este 

órgano de control constitucional, ******* ******** ***** 

******, solicitó el amparo y la protección de la Justicia 

Federal, contra las omisiones que reclamó de la Sala 
Especializada en Materia del Juicio de Resolución 
Exclusiva de Fondo y Primera Sala Auxiliar del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y el 

Subdelegado de Prestaciones de la Representación 
Estatal en San Luis Potosí del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
que preciso de la siguiente manera:

“IV.- LA NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN 
QUE DE CADA AUTORIDAD SE RECLAME:
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Se violan en mi perjuicio lo dispuesto por los 
artículos 1, 8, 14 y 17 Constitucionales.

a). - DE LA SALA ESPECIALIZADA EN 
MATERIA DEL JUICIO DE RESOLUCION EXCLUSIVA DE 
FONDO Y PRIMERA SALA AUXILIAR, LE RECLAMO LA 
OMISION DE VELAR POR EL CUMPLIMIENTO DE 
SENTENCIA DEFINITIVA Y OMITIR LA APLICACIÓN DE 
LOS MECANISMOS CREADOS PARA OBLIGAR A LA 
AUTORIDAD DEMANDADA A DAR CABAL 
CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO POR LA AHORA 
AUTORIDAD RESPONSABLE.

b) AL SUBDELEGADO DE PRESTACIONES 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE 
SAN LUIS POTOSI LE RECLAMO LA OMISION DE DAR 
CABAL CUMPLIMIENTOA LA SENTENCIA DEFINITIVA 
DENTRO DEL 834/21-97-01-4 TRAMITADO ANTE LA SALA 
REGIONAL EN SAN LUIS POTOSI DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA AMINISTRATIVA, 
POSTERIORMENTE TURNADO A LA QUE AHORA 
SEÑALO COMO AUTORIDAD RESPONSABLE.”

SEGUNDO. Derechos humanos que la parte 
quejosa considera violados.

La agraviada indica como derechos humanos 

violados los reconocidos en los artículos 1°, 8, 14 y 17 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

TERCERO. Trámite dado a la demanda de 
amparo.

Por auto de once de mayo de dos mil 
veintiséis, se ordenó anotar el ingreso de la demanda 

en el libro de gobierno bajo el número 654/2026-I, y se 

admitió a trámite; se pidió informe justificado a las 

autoridades señaladas como responsables; se dio la 

intervención legal correspondiente al Agente del 

Ministerio Publico de la Federación adscrito; y señaló 

hora y fecha para la celebración de la audiencia 

constitucional, la cual se llevó a cabo al tenor del acta 

que antecede; y

C O N S I D E R A N D O:
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PRIMERO. Competencia.

Este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado 

resulta legalmente competente para conocer del 

presente juicio de amparo, con apoyo en lo dispuesto en 

los artículos 1°, 103, fracción I y 107, de la Constitución 

General de la República; 35 de la Ley de Amparo; 57, 

fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; así como los puntos primero, fracción IX y 

cuarto fracción IX, del Acuerdo General 3/2013, emitido 

por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los circuitos en que se divide la República 

Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados 

y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

Lo anterior, en virtud de tratarse de actos 

omisivos cuyas consecuencias tienen ejecución dentro 

del territorio en el que ejerce jurisdicción este órgano de 

amparo.

SEGUNDO. Oportunidad de la presentación 
de la demanda. 

En virtud de que el acto que por esta vía 

reclama el quejoso es de naturaleza omisiva, esta 

juzgadora considera que no es necesario que en tal 

supuesto se realice el cómputo del plazo previsto en el 

artículo 17 de la Ley de Amparo, en razón de que la 

abstención de actuar por parte de la responsable, que es 

lo que produce el perjuicio, no se consuma en un solo 

evento, sino que se prorroga en el tiempo de momento a 

momento.
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Las consideraciones anteriores tienen sustento 

en la tesis III.5o.C.21 K que establece:4

“DEMANDA DE AMPARO, TÉRMINO PARA 
INTERPONERLA TRATÁNDOSE DE ACTOS NEGATIVOS 
Y OMISIVOS. En los primeros la autoridad se rehúsa o 
rechaza expresamente obrar a favor de la pretensión del 
gobernado; en tanto que en los omisivos se abstiene de 
contestar la petición del particular ya sea en forma afirmativa 
o negativa. En ese contexto, se afirma que contra los actos 
negativos sí corre el término que prescribe el artículo 21 de 
la Ley de Amparo, en la medida de que el gobernado 
resiente una afrenta con la actitud de la autoridad de no 
complacerlo en los términos que éste pretende, situación que 
se consuma en el instante de la negativa y es lo que da la 
pauta para establecer, a partir de que se tenga conocimiento 
del mismo, el plazo a que alude el referido precepto; lo que 
no sucede con los actos omisivos, puesto que la abstención 
de actuar por parte de la autoridad, que es lo que produce el 
perjuicio, no se consuma en un solo evento, sino que se 
prorroga en el tiempo de momento a momento, razón por la 
cual en esta clase de actos no corre el término de 
referencia”.

TERCERO. Precisión de los actos 
reclamados.

En términos de lo dispuesto en el artículo 74, 

fracción I, de la ley de la materia5, y de las tesis P./J. 

40/2000 y P. VI/2004, sustentadas por el Pleno del 

Máximo Tribunal del País, de los títulos: “DEMANDA DE 
AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU 
INTEGRIDAD.”6 y “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS 
PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA 
SENTENCIA DE AMPARO.”,7 en principio deben 

precisarse los actos reclamados en este juicio. 

Con base en estas premisas, de la lectura de la 

demanda de amparo y demás constancias que obran en 

autos, se advierte que la quejosa reclama de la Sala 
4 Del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, página 
1451.

5 “Artículo 74. La sentencia debe contener:
I. La fijación clara y precisa del acto reclamado
…”
6 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XI, abril de 

2000, página 32, registro 192097. Tesis de Jurisprudencia.
7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIX, abril de 

2004, página 255, registro 181810.
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Especializada en Materia del Juicio de Resolución 
Exclusiva de Fondo y Primera Sala Auxiliar del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y el 

Subdelegado de Prestaciones de la Representación 
Estatal en San Luis Potosí del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado: 

- La omisión de hacer cumplir la sentencia 

dictada en el juicio de nulidad  **************, a través 

de los mecanismos creados para que la demandada 

acate dicha sentencia.

CUARTO. Certeza de las omisiones 
reclamadas.

Es cierto el acto reclamado del Subdelegado 
de Prestaciones del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
quien firma en ausencia del Jefe de Departamento de 
Pensiones de dicho instituto, pues así lo manifestó 

expresamente al rendir su informe justificado.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 

número 278, sustentada por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 

231, del Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, del 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-

2000, cuyo texto es el siguiente:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él confiesa 
la autoridad responsable que es cierto el acto que se reclama, debe 
tenerse éste como plenamente probado, y entrarse a examinar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de ese acto”

Por su parte, el Magistrado Presidente de la 
Sala Especializada en Materia de Juicio de 
Resolución Exclusiva de Fondo, al rendir su informe 
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justificado negó la existencia de la omisión que se le 

atribuye; sin embargo, realizó manifestaciones que 

evidencian su certeza, específicamente al precisar:

“…Toda vez que la autoridad demandada y su superior 
jerárquico seguían sin cumplir con el requerimiento formulado en el 
acuerdo señalado en el numeral anterior, por acuerdo de fecha 18 de 
junio de 2026, se les hizo efectivo el apercibimiento decretado, es decir, 
se les impuso una multa y se giró oficio al Titular del Órgano Interno de 
Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado haciendo de su conocimiento el incumplimiento 
en el que incurrieron la autoridad demandada y su superior jerárquico, 
remitiéndole para tal efecto copia de las actuaciones realizadas por esta 
Sala.…”.

Motivo por el cual, atendiendo que con 

posterioridad a la fecha de la presentación de la 

demanda (siete de mayo de dos mil veintiséis) es que la 

responsable dictó la determinación (dieciocho de junio 

del año en curso) a través de la cual le impuso a la 

demandada una multa, y además la requirió por el 

cumplimiento respectivo, se tienen ciertas las omisiones 

que se le atribuyen.

Resultan aplicables las tesis siguientes:

“ACTO RECLAMADO. DEBE TENERSE POR CIERTO 
CUANDO LA AUTORIDAD EN SU INFORME LO NIEGA, Y A 
CONTINUACIÓN HACE MANIFESTACIONES QUE EVIDENCIAN SU 
CERTEZA. En el juicio de garantías, debe sobreseerse cuando las 
responsables al rendir sus informes nieguen la certeza del acto que se 
les atribuye, ya sea de manera lisa y llana, o bien expongan razones 
tendientes a reforzar esa negativa, empero, no puede procederse así 
cuando las autoridades niegan la existencia de los actos reclamados y, 
además, expongan razones o circunstancias de las que se desprende 
que esos actos sí existen, pues en ese caso, lo expuesto al respecto 
desvirtúa su negativa y el órgano de control constitucional debe tener 
por ciertos los actos reclamados con base en el examen de dicho 
informe”.8

“ACTO RECLAMADO. SU EXISTENCIA DEBE 
RELACIONARSE CON LA FECHA EN QUE SE PRESENTO LA 
DEMANDA. La existencia del acto reclamado debe analizarse, por regla 
general, atendiendo a la fecha en que se presentó la demanda de 
amparo, pues de otra manera la sentencia tendría que ocuparse de 

8 Registro 211004, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava 
Época, Tomo XIV, Julio de 1994, página 391.
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actos posteriores y distintos a los que dieron origen a la queja”.9

QUINTO. Causa de improcedencia.

Previamente al estudio de fondo de la cuestión 

planteada, procede analizar si en el caso se actualiza 

alguna hipótesis que haga improcedente el juicio de 

amparo, por ser su estudio preferente y de orden público, 

atento a lo establecido en el artículo 62 de la Ley de 

Amparo10.

El Magistrado Presidente de la Sala 

Especializada en Materia de Juicio de Resolución 

Exclusiva de Fondo, al rendir su informe de ley, refirió 

que, en cuanto a las omisiones que se le atribuyen, se 

actualiza la causa de improcedencia prevista en el 

artículo 61, fracción XXIII, en relación con el número 107, 

fracción IV, de Ley de Amparo, del contenido siguiente:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:

[…]

XXIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte 
de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, o de esta Ley”

“Artículo 107. El amparo indirecto procede:

IV. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos, 
agrarios o del trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido.

Si se trata de actos de ejecución de sentencia sólo podrá 
promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el 
procedimiento respectivo, entendida como aquélla que aprueba o 
reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o declara la 
imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, o las que 
ordenan el archivo definitivo del expediente, pudiendo reclamarse en la 
misma demanda las violaciones cometidas durante ese procedimiento 
que hubieren dejado sin defensa a la persona quejosa y trascendido al 
resultado de la resolución.

9 Sustentada por la Segunda Sala del más alto Tribunal del País, con número 2a./J. 
3/94, visible en la página 15, Tomo 79, Julio de 1994, de la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época. 

10 “Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano 
jurisdiccional que conozca del juicio de amparo”.
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En los procedimientos de remate la última resolución es 
aquélla que en forma definitiva ordena el otorgamiento de la escritura de 
adjudicación y la entrega de los bienes rematados, en cuyo caso se 
harán valer las violaciones cometidas durante ese procedimiento en los 
términos del párrafo anterior;”.

De los artículos trascritos se observa que la 

fracción XXIII del artículo 61 de la Ley de Amparo, en 

forma genérica, indica la improcedencia del juicio cuando 

resulte de la aplicación de uno o varios preceptos legales 

distintos de las hipótesis precisadas en el artículo 61; en 

esas condiciones, para la aplicación de la citada fracción, 

debe relacionársele con otro precepto legal que 

determine la improcedencia del juicio en un caso 

concreto.

Del segundo de los dispositivos legales en 

comento, se desprende que éste regula la procedencia 

de la acción constitucional contra los actos dictados 

fuera de juicio o después de concluido, para lo cual 

distingue los siguientes supuestos:

1. Un supuesto general, referido a los actos 

realizados fuera de juicio o después de concluido.

2. Actos específicos.

a) Actos en ejecución de sentencia. En este 

caso, el juicio de amparo biinstancial únicamente 
procede contra la resolución que aprueba o 
reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o 
declara la imposibilidad material o jurídica para darle 
cumplimiento, o la que ordena el archivo definitivo del 

expediente, a través del cual, en los conceptos de 

violación pueden reclamarse las violaciones cometidas 

durante esta fase.

Al respecto es aplicable la jurisprudencia del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver la contradicción de tesis 27/99, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
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Novena Época, Tomo XIII, Abril de 2001, página 31, que 

dice: 
“AMPARO INDIRECTO. SIGNIFICADO DE LA EXPRESIÓN 

"ÚLTIMA RESOLUCIÓN", A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE 
LA MATERIA. La referida disposición exige para la impugnación de los 
actos dictados en un procedimiento de ejecución de sentencia, como 
presupuesto de procedencia de la vía indirecta, que se reclame la última 
resolución dictada en dicho procedimiento. Ahora bien, este requisito 
tiene como finalidad, de conformidad con lo previsto en la exposición de 
motivos de la ley citada, evitar que se abuse del juicio de garantías, lo 
que se obtiene si la procedencia de éste contra violaciones sufridas en la 
ejecución de una sentencia, se limita a la impugnación de la "última 
resolución" que se dicte en esa fase ejecutiva, resolución que debe ser 
entendida como aquella en la que se aprueba o reconoce de manera 
expresa o tácita el cumplimiento total de la sentencia o se declara la 
imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 113 de la legislación invocada, al que se 
acude en forma analógica, ante la inexistencia de otro ordenamiento que 
proporcione una interpretación diferente”.

b) Actos de remate. La acción constitucional 

sólo podrá reclamarse contra la resolución que ordena 

de manera definitiva el otorgamiento de la escritura de 

adjudicación y la entrega de los bienes rematados, 

donde también podrán combatirse las violaciones que se 

hubieran cometido durante este procedimiento.

Cabe destacar que el referido artículo precisa lo 

que debe entenderse por la última resolución en la etapa 

de ejecución, y en el caso de remate, tiene esa calidad 
la que ordena de manera definitiva el otorgamiento 
de la escritura de adjudicación o la entrega de los 
bienes rematados, determinaciones que podrían ser 

coetáneas o no, es decir emitirse en un solo acuerdo o 

por separado.

Respecto a lo cual, la Primera Sala de la 

Suprema Corte de la Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia 1a/J13/16, que se reproduce más 

adelante, estableció que basta que se emita 
indistintamente una sola de ellas para considerar la 

última resolución en la etapa de remate. 
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Ilustra lo anterior, la jurisprudencia 1a./J. 

13/2016 (10a.), sustentada por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en 

la página 1066, Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, Décima 

Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, que dice:
“REMATE. PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
IMPUGNABLE, ES LA QUE INDISTINTAMENTE ORDENA OTORGAR 
LA ESCRITURA DE ADJUDICACIÓN, O BIEN ENTREGAR LA 
POSESIÓN DE LOS BIENES INMUEBLES REMATADOS (LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). De 
conformidad con el artículo 107, fracción IV, párrafo tercero, de la Ley de 
Amparo, el juicio de amparo indirecto procede tratándose de actos 
emitidos en el procedimiento de remate, contra la última resolución 
dictada, entendida ésta como aquella que ordena otorgar la escritura de 
adjudicación y la entrega de los bienes rematados. Disposición de la 
cual se advierte una problemática al incluir la conjunción copulativa "y" 
de la que se puede interpretar que es necesario dictar ambas órdenes 
para actualizar la última resolución del remate, de lo cual se advierte 
que, de ser así, dicha situación puede provocar un fenómeno contrario al 
derecho de acceso a la tutela judicial, pues si bien quizá se ordene la 
escrituración del inmueble en el procedimiento de remate, la autoridad 
responsable omita dictar la orden de entrega del bien adjudicado, lo que 
postergaría la fase de ejecución del juicio, afectando el derecho a la 
tutela judicial efectiva al obstaculizar la ejecución de una sentencia 
judicial y a su vez obstaculizando el acceso a la justicia constitucional. 
Es por ello que esta Primera Sala sostiene que el juzgador federal 
debe interpretar la norma en el sentido de que el juicio de amparo 
indirecto es procedente contra la última resolución del remate, la 
cual de forma indistinta la constituye la orden de entrega o 
escrituración del bien inmueble rematado. Esto es, la disposición 
debe leerse no con una conjunción copulativa que necesariamente 
obligue a considerar la emisión de ambas órdenes para actualizar la 
última resolución del remate, sino con una conjunción disyuntiva 
equivalente, en el sentido de que de forma indistinta ambas órdenes, 
escrituración y/o entrega del bien inmueble, son consecuencias 
connaturales del acto de adjudicación y, por tanto, basta que se 
emita una sola de ellas para considerar actualizada la última 
resolución del remate, pues así se satisface la razonabilidad 
subyacente de la norma que es acorde con el derecho de tutela judicial 
efectiva reconocido en los artículos 17 de la Constitución Federal y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto el 
requisito establecido en el párrafo tercero, de la fracción IV, del artículo 
107, de la Ley de Amparo, tiene como objeto evitar que los actos 
emitidos para lograr la ejecución de sentencias de procedimientos 
jurisdiccionales, sean obstaculizados indebidamente, en la lógica de 
que culminar la etapa de ejecución es imprescindible para lograr el goce 
íntegro del derecho a la tutela judicial”.

Con lo anterior se pretende evitar el abuso del 

juicio de amparo en esta fase y el entorpecimiento del 

cumplimiento de las sentencias, trasladando el supuesto 

de procedencia hasta la resolución que el legislador 
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consideró, constituye la última en la ejecución del fallo 

definitivo.

Ello, en virtud de que el remate está referido a 

un procedimiento específico, cuya finalidad es la 

obtención de dinero que de manera directa e inmediata 

constituye la satisfacción de la obligación prevista en la 

sentencia definitiva, por regla general, de dar una 

cantidad de dinero, que la parte deudora no cubrió 

voluntariamente.

No obstante, la omisión reclamada no se ubica 

en alguno de los supuestos previstos por dicho precepto 

legal, pues como se señaló con antelación, el quejoso 

reclama de la Sala responsable la omisión de hacer 

cumplir la sentencia dictada en el juicio de nulidad 

**************, a través de los mecanismos creados 

para que la demandada acate dicha sentencia, esto es, 

no se reclama un acto especifico emitido en el etapa de 

ejecución de sentencia, que permita afirmar que no 

constituye la resolución que aprueba o reconoce el 

cumplimiento total de lo sentenciado o declara la 

imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, 

o la que ordena el archivo definitivo del expediente, a 

efecto de actualizar la aludida causa de improcedencia.

Por el contrario el acto que se reclama lo 

constituye en esencia, la omisión de ejecutar la 

sentencia dictada en el juicio de origen, el cual es de 

tracto sucesivo y se prorroga en el tiempo, lo que en todo 

caso imposibilitaría llegar a esa ultima determinación con 

que se concluya el procedimiento de ejecución.  

 De ahí lo infundado de la causa de 

improcedencia.

 En virtud que las partes no hicieron valer 

diversa causa de improcedencia, ni advertirse de oficio 
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por parte de este juzgado, se procede a entrar al estudio 

del asunto.

SEXTO. Transcripción innecesaria de 
conceptos de violación.

Es innecesario transcribir los conceptos de 

violación, acorde con la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, del 

rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN.”11

SÉPTIMO. Antecedentes.

De la consulta de las constancias que obran en 

autos, consistente el informe justificado y copia 

certificada de diversas constancias que integran el juicio 

de nulidad **************, a las cuales se les concede 

valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 12912, 19713 y 20214 del Código Federal 

11 Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 
830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

12 “Artículo 129. Son documentos públicos aquellos cuya formación está encomendada 
por la ley, dentro de los límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe 
pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones.

La calidad de públicos se demuestra por la existencia regular, sobre los documentos, de 
los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes”.

13 “Artículo 197. El tribunal goza de la más amplia libertad para hacer el análisis de las 
pruebas rendidas; para determinar el valor de las mismas, unas enfrente de las otras, y para fijar el 
resultado final de dicha valuación contradictoria; a no ser que la ley fije las reglas para hacer esta 
valuación, observando, sin embargo, respecto de cada especie de prueba, lo dispuesto en este 
capítulo”.

14 “Artículo 202. Los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos 
legalmente afirmados por la autoridad de que aquéllos procedan; pero, si en ellos se contienen 
declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban 
plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o 
manifestaciones; pero no prueban la verdad de lo declarado o manifestado.

Las declaraciones o manifestaciones de que se trata prueban plenamente contra 
quienes las hicieron o asistieron al acto en que fueron hechas, y se manifestaron conformes con 
ellas. Pierden su valor en el caso de que judicialmente se declare su simulación.

También harán prueba plena las certificaciones judiciales o notariales de las 
constancias de los libros parroquiales, relativos a las actas del estado civil de las personas, siempre 
que se refieran a época anterior al establecimiento del Registro Civil. Igual prueba harán cuando no 
existan los libros de registro, original y duplicado, y cuando, existiendo, estén rotas o borradas las 
hojas en que se encontraba el acta.

En caso de estar contradicho su contenido por otras pruebas, su valor queda a la libre 
apreciación del tribunal”.
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de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 

Ley de Amparo, en términos de su artículo 2, al tratarse 

de documentos expedidos por funcionario público en 

ejercicio de sus funciones15, se advierten los siguientes 

antecedentes:

• El tres de septiembre de dos mil veinte, 

******* ******** ***** ******, compareció ante la Sala 

Regional en San Luis Potosí del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, y demandó la nulidad de la 

nulidad de la resolución negativa ficta recaída en el 

escrito el catorce de febrero de dos mil veinte ante el 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado en San Luis Potosí.

Seguido el procedimiento el doce de abril de 
veintidós, la Sala Especializada en Materia de Juicio 
de Resolución Exclusiva de Fondo dictó sentencia 

respectiva en que declaró la nulidad de la resolución 

impugnada.

• Inconforme con la sentencia dictada, la 

autoridad demandada promovió recurso de revisión, 

mismo que fue radicado en el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno 

Circuito, el cual, mediante resolución de veintinueve de 

noviembre de dos mil veintidós, declaró infundado dicho 

medio de impugnación.

• El siete de junio de dos mil veinticuatro, se 

admitió la queja por omisión en el cumplimiento a la 

sentencia definitiva tramitada por la actora, la cual se 

15 Resulta aplicable la Jurisprudencia número 226, visible en la página 153, del Tomo VI, 
Parte SCJN, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, que reza: 
“DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y VALOR PROBATORIO. Tienen ese carácter los 
testimonios y certificaciones expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones, y, 
por consiguiente, hacen prueba plena”.
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resolvió mediante interlocutoria de veintiocho de junio 
de veinticuatro, en la que se declaró fundada y requirió 

a la autoridad demandada para que en el plazo de tres 

días hábiles, diera cumplimiento a la sentencia definitiva.

• Por auto de veinticinco de septiembre de 
do mil veinticuatro, la responsable requirió a la 

autoridad demandada para que, dentro del término de 

tres días, remitiera las constancias que acrediten el 

cumplimiento al fallo definitivo, bajo el apercibimiento 

que de no hacerlo, se haría acreedor a la medida de 

apremio contenida en la fracción I, del artículo 58 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso y 

Administrativo.

• El dieciocho de junio de dos mil veintiséis 

se impuso a la demandada una multa y se giró oficio al 

Titular del Órgano Interno de Control en el Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, haciendo del conocimiento el 

incumplimiento en el que incurrieron la autoridad 

demandada y su superior jerárquico, remitiéndole copia 

de las actuaciones respectivas.

Siendo esta la última actuación que obra en 
copia certificada en las constancias remitidas por la 
autoridad responsable.

OCTAVO. Análisis de los conceptos de 
violación.

En su concepto de violación la parte quejosa 

sostiene esencialmente que le causa agravio que a 

pesar de que existe sentencia en el juicio *************

*, a través de la cual se declaró la nulidad del acto 

reclamado, ha trascurrido en exceso el plazo de cuatro 
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meses que dispone la ley para que la autoridad 

demandada la cumpla, sin que la Sala responsable vele 

por el cumplimiento de dicha sentencia, lo cual violenta 

su derecho a una justicia completa.

El citado concepto de violación es 

esencialmente fundado.

Como bien refiere la parte quejosa el actuar de 

la Sala Especializada en Materia de Juicio de 
Resolución Exclusiva de Fondo, consistente en la 

omisión de hacer cumplir la sentencia dictada en el juicio 

de nulidad  **************, así como la falta de aplicar 

los mecanismos creados (multas) para que la 

demandada acate dicha sentencia, viola la garantía 

consagrada por el artículo 17 Constitucional, en lo 

relativo al principio de procuración de justicia pronta y 

expedita.

Resulta útil para resolver el presente asunto 

citar, en lo conducente, el texto del artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

“Artículo 17…

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 
por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas judiciales.”

El precepto en análisis pertenece a la especie 

de los derechos humanos de seguridad jurídica, en lo 

atinente, establece que toda persona tiene derecho a 

que se le administre justicia por tribunales que estarán 

expeditos para impartirla en los plazos y términos que 

fijen las leyes, los cuales emitirán sus resoluciones de 

manera pronta, completa, imparcial y gratuita.
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De esos principios cobra relevancia el relativo a 

la justicia pronta, el cual consiste en la obligación de las 

autoridades encargadas de impartirla, de resolver las 

controversias ante ellas planteadas, dentro de los 

términos y plazos que para tal efecto establezcan las 

leyes. Ello se funda en la necesidad de que no transcurra 

demasiado tiempo para que los derechos y las 

obligaciones de las partes sometidas a litigio queden 

definidos, ya que la justicia tardía es una forma de 

injusticia o, en otras palabras, es una manifestación de la 

denegación de aquella.

En estas condiciones, tal violación se manifiesta 

a través de dos vertientes: la primera consiste en que la 

autoridad no desarrolle el juicio dentro de sus términos y 

plazos legales, esto es, no lo siga diligentemente, sino 

con dilación o demora; mientras que la segunda implica 

que la autoridad nada provea o deje de hacer lo 

conducente para ello.

En ambos casos, dicha violación se patentiza a 

partir de una omisión de la autoridad responsable de 

ajustarse a los términos y plazos legales, es decir, a 

través de una conducta negativa, en oposición 

conceptual a lo que es un acto en sentido estricto o una 

manifestación positiva de un hecho.

Bajo ese contexto y si, como en el caso, 

conforme a lo establecido en el artículo 52 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo16, 

16 “…ARTÍCULO 52.- La sentencia definitiva podrá:
…
Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o iniciar un 

procedimiento, conforme a lo dispuesto en la fracción IV, deberá cumplirse en un plazo de cuatro 
meses tratándose del Juicio Ordinario o un mes tratándose del Juicio Sumario de conformidad con 
lo previsto en el artículo 58- 14 de la presente Ley, contados a partir de que la sentencia quede 
firme.

…
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si la sentencia de nulidad obliga a la autoridad a realizar 

un determinado acto o iniciar un procedimiento, ésta 

deberá cumplirse en un plazo de cuatro meses 

tratándose del juicio ordinario o un mes tratándose del 

juicio sumario.

Es patente que dado que en el supuesto que 

nos ocupa han transcurrido, a la fecha de la presentación 

de la demanda de amparo, más de tres años (contados a 

partir del dos de enero de dos mil veintitrés, data en la 

cual la Sala responsable recibió el oficio por el cual se le 

informó que se declaró infundado el medio de 

impugnación interpuesto por la demandada),17 sin que se 

dé cumplimiento con la sentencia dictada en el juicio de 

origen, ello transgrede el citado principio de justicia 

pronta y expedita en detrimento del aquí quejoso.

Lo anterior es así, independientemente de que 

se observe que posterior a la presentación de la 

demanda de amparo la Sala responsable por acuerdo de 

dieciocho de junio de dos mil veintiséis, haya hecho 

efectiva la multa a la autoridad demandada, y la volviera 

a requerir para que acate la sentencia.

Ya que, como quedó explicado, conforme a la 

naturaleza del derecho humano de que se trata, basta 

que la omisión o el retardo de dicha autoridad 

responsable, se prolongue más allá de los términos y 

plazos legales, previstos para el citado cumplimiento, 

para transgredir el artículo 17 Constitucional; máxime 

que permitir la persistencia de condiciones que fomenten 

el retardo u omisión en estos casos, sin causa 

legalmente justificada, sería tanto como favorecer 

17 Foja 24 del anexo que obra por separado
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conductas arbitrarias por parte de la autoridad 

responsable en perjuicio del solicitante del amparo.

Por tanto, debe concluirse que ha transcurrido 

en exceso un plazo razonable a fin de que se cumpla 

con la sentencia dictada en el juicio de nulidad  *******

*******, del índice de la Sala Especializada en Materia 
de Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo, sin que 

ello haya acontecido y, en consecuencia, procede por 

ello conceder a la parte quejosa el amparo y la 

protección de la Justicia Federal que solicita.

NOVENO. Efectos de la concesión. 

Con fundamento en el precepto 77, fracción I, 

de la ley de la materia, procede conceder el amparo 

para el efecto de que, dentro del término de tres días 
contados a partir de que cause ejecutoria la resolución:

- La Sala Especializada en Materia de Juicio 
de Resolución Exclusiva de Fondo, requiera al Titular 
de la Oficina de Representación en el Estado de San 
Luis Potosí del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, y su superior 

jerárquico, para que dentro del plazo de tres días, 

contado a partir de su notificación, den cumplimiento a la 

sentencia dictada en el juicio de nulidad ************** 

el seis de abril de dos mil veintidós.

Ante su falta de cumplimiento, de oficio, 

deberá seguir el procedimiento previsto en los artículos 

58 de la de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo.

Por lo expuesto y fundado, se
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R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión Ampara y 
Protege a ******* ******** ***** ******, respecto de 

las omisiones reclamadas de las autoridades 

responsables Subdelegado de Prestaciones de la 
Representación Estatal en San Luis Potosí del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado y Sala Especializada en 
Materia del Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo 
y Primera Sala Auxiliar del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, por los motivos expuestos en 

el diverso octavo, para los efectos establecidos en el 

último considerando de esta sentencia. 

Notifíquese por medio de lista; y por oficio a 
las autoridades responsables y a la Agente del 
Ministerio Público Federal de la adscripción.

Así lo resolvió y firma Aracely del Rocío 
Hernández Castillo, Juez Sexto de Distrito en el Estado, 

asistida de Francisco Sacramento Partida Soto, 

Secretario con quien actúa y da fe.

Oficial Judicial: Fabiola Cayetano Cruz.

Razón. Esta foja es parte final de la sentencia de veintidós de 
julio de dos mil veintiséis, dentro de los autos del juicio de amparo 654/2026-I 
conste. 

Con fundamento en el artículo 28 del Acuerdo General AG-POAJ-
006/2026 del Pleno del Órgano de Administración Judicial, que regula la 
integración y trámite de expediente electrónico y el uso de videoconferencias en 
todos los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del 
Órgano, el suscrito Secretario hace constar que la sentencia que antecede se 
dictó el treinta de enero de dos mil veinticinco, en continuidad de la audiencia 
constitucional que la precede. Lo que se hace constar para los efectos legales a 
que haya lugar. Doy fe. 

FR
A

N
C

ISC
O

 SA
C

R
A

M
E

N
T

O
 PA

R
T

ID
A

 SO
T

O
706a6620636a6633000000000000000000018c3b
18/05/29 14:33:52

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

161502763_0974000041681463010.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: FRANCISCO SACRAMENTO PARTIDA SOTO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.8c.3b Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

22/07/26 20:54:21 - 22/07/26 14:54:21 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

1e ef 0f 6e a5 6d 95 79 6b 27 bd f9 4c 43 6f 20
40 bd 26 4e a3 52 c0 6b 4b 12 3d 0b 84 df 1b a8
a4 4b 3d 5e 3d 11 03 77 cf 6b fc a5 fb ea 21 04
3a 0e 20 ab 5a 0a 08 84 63 52 cd 63 bc 5a b1 22
59 5c 0b 86 57 13 e5 6c 03 83 d0 95 2b 1c 3e 02
32 c7 df 7b bc 8c d2 f2 2d 07 95 30 4b 00 56 36
00 b3 fa a2 b1 fe 0f e1 73 73 47 ec 0f 78 43 69
7b d7 44 22 fa 3d 8e 77 3c 1a 4c 02 bf 92 77 23
97 60 44 80 c2 3e 65 db fc 14 70 c0 1b 4e 1b 3a
af 72 12 c1 1a f8 7d d3 90 ad 43 54 50 51 99 fd
c1 05 e4 08 cd 45 96 1c 97 93 53 42 52 11 27 38
dc b1 1c 38 63 f7 71 7b 95 3a 4a ee 82 0c 2f a5
d1 6b ae 03 90 1f 22 92 32 09 a7 ca be e4 69 4e
1a 5c a3 f8 c4 6f bd 51 6d 63 f7 44 fe b9 12 5a
ed 5b fd f1 48 4f 58 f0 7c 41 33 ff dc a7 7a 5f
e8 e7 9f f6 4c 9a 42 6d 59 b3 47 b0 26 b2 5b 30
ad 06 e8 a0 75 71 7e f8 ca 20 1c d9 cd 2c 0b b8
df 71 ba c7 aa e6 15 39 3b fc 68 63 a0 69 3d 7c
1f 1d f8 36 79 6c f3 f2 67 07 f0 54 06 2c fe b7
ce 0f d3 a6 2b 6f 97 55 f2 c8 db ad fd a1 5c c6
6f 47 e4 80 fd 91 d2 c3 46 ba c6 fa c1 f0 65 17
18 93 d0 e8 ae 89 87 fb d7 eb e4 e5 fa d4 a0 e4
f2 b5 1d 7a 89 c3 97 18 d4 ed f2 58 10 f3 7b 3a
8c d0 68 83 e1 0d 4c 18 63 d9 01 27 03 14 da 79

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 22/07/26 20:54:22 - 22/07/26 14:54:22

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.8c.3b

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 22/07/26 20:54:22 - 22/07/26 14:54:22

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184420503

Datos estampillados: Sk9t8xecXxDc6MWOayPXzFZuFDo=

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



FIRMANTE
Nombre: ARACELY DEL ROCÍO HERNÁNDEZ CASTILLO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3f.81 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

22/07/26 22:54:00 - 22/07/26 16:54:00 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

16 ec cb 48 e2 61 84 da ea 4b d0 9c 5a 94 97 0d
43 32 6a 3a 0c e2 80 fd 53 3f 7b 09 be 3a c0 ba
6e f6 77 d1 72 d7 1a 93 2b 27 43 b5 53 7b e5 de
aa 72 3a f1 54 77 35 55 54 4b 71 59 8b 1d 25 2e
bd 29 bb df 1f 58 71 67 c3 03 f4 87 10 66 63 f3
84 d2 db de cb e7 72 a9 2e ed 49 87 9c 45 49 84
62 4b b0 97 73 79 c4 dc 50 f5 34 6d 1d 28 b9 a3
5f ba 01 d3 a6 07 1c 72 cf ea 38 f7 37 f3 17 7d
ca 09 eb 1b 51 96 13 1e 87 74 54 29 d9 63 06 9c
95 2d 10 17 c5 f5 96 2d 7c e9 14 04 2e 85 08 5f
54 2b 78 42 0b 56 52 de 3a 23 68 b5 26 8d d0 d2
a6 62 6e b4 3c 8b f3 97 24 55 f7 8b fc c1 eb c2
3c ef 79 2b 31 52 03 15 ea 2c 3d 76 4e 2a 3f 11
2e 68 34 17 1a 7b 5d 15 30 db 2f 64 6c ac 24 e2
c5 c6 0a ab 8a c7 c1 54 f9 b9 ab bd 33 17 c5 b5
b6 82 eb 5d 54 53 ce 67 90 73 36 9b 9a de 25 f1
e6 13 f8 d8 fd 68 5d 6f 9b 37 63 34 42 95 40 96
c9 d8 e6 df 98 4f 2e 55 c6 71 9c bd 4a 35 19 22
1a c0 10 11 99 d4 d1 2d 4b be 20 5a 0e fe e0 75
4f bb eb 26 b7 f8 83 82 c8 f8 14 44 df 40 bc ea
46 d2 cc 2c 38 f2 58 e6 eb 69 65 1f 2d 0a e1 ba
b5 25 63 bb 8a 32 e4 7a d1 9e f7 5a de ba 07 70
1b c8 72 7b 36 28 af 35 f8 e0 fa 14 92 57 d8 79
46 4c 1f ed 50 d0 c8 96 bb a4 65 68 c3 16 67 38

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 22/07/26 22:54:00 - 22/07/26 16:54:00

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.3f.81

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 22/07/26 22:54:01 - 22/07/26 16:54:01

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184472902

Datos estampillados: ehNYYzP7FAAnqREASJByFejIKp4=

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
aEl veintidos de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Francisco Sacramento

Partida Soto, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Sexto de Distrito
en el Estado de San Luis Potosí, hago constar y certifico que en esta versión
pública no existe información clasificada como confidencial o reservada en
términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública. Conste.


